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Ciudadanos 

PRESIDENTE Y DEMÁS MAGISTRADOS 

DE LA SALA CONSTITUCIONAL DEL

TRIBUNAL SUPREMO DE JUSTICIA.

Su despacho.-


Nosotros, OSCAR BORGES PRIM, DIURKIN BOLIVAR LUGO, MARIA DE LOS ANGELES MACHADO e INDIRA AMARISTA AGUILAR, todos de nacionalidad venezolana, civilmente hábiles, mayores de edad, de este domicilio y titulares de las cédulas de identidad Nº V.-12.756.759, V.-12.956.163, V.-6.217.505 y V.-13.538.141, en su orden, abogados en ejercicio, inscritos en el Instituto de Previsión Social del Abogado, bajo matrículas Nº 91.625, 97.465, 197.893 y 93.181, respectivamente; ocurrimos ante su competente autoridad, de conformidad con lo previsto en los artículos 26 (Tutela Judicial Efectiva) y 27 (Derecho de Amparo), ambos Constitucionales; en armonía con las Sentencias de carácter Vinculante emanadas de esta proba Sala, signadas con el N° 2 y N° 7, de enero del año 2000, casos EMERY MATA MILLAN, que establecieron la competencia y el procedimiento en materia de Amparo Constitucional; así como lo establecido en el artículo 8 y demás disposiciones aplicables contenidas en la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales y; de acuerdo al contenido del artículo 25, ordinal 18º de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia; a los fines de interponer FORMAL ACCIÓN DE AMPARO CONSTITUCIONAL en contra del ciudadano NICOLAS MADURO MOROS, quien es de nacionalidad venezolana, civilmente hábil, nacido en fecha 23 de noviembre de 1962, de 56 años de edad, de profesión u oficio Presidente electo de la República Bolivariana de Venezuela; por amenazas de violación de principios y garantías contenidos en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela; como consecuencia de los hechos notorios y comunicacionales anunciados respecto de Censo Nacional de Transporte como requisito obligatorio para la asignación de subsidios y otros beneficios a través del carnet de la patria; tal y como de seguidas se explica:
CAPITULO I

DE LA COMPETENCIA PARA CONOCER DE LA PRESENTE 
ACCIÓN DE AMPARO CONSTITUCIONAL EN 

CONTRA DEL PRESIDENTE ELECTO DE LA 

REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA
Respetados Magistrados (as), a los fines de la determinación de la competencia que posee esta proba Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, para conocer de la Acción de Amparo Constitucional que hoy se interpone, en contra del ciudadano  NICOLAS MADURO MOROS, Presidente electo de la República Bolivariana de Venezuela,  contenida en el escrito de marras; pasamos de seguidas a verificar el contenido del artículo 335 Constitucional, el cual establece lo siguiente:

“Artículo 335. El Tribunal Supremo de Justicia garantizará la supremacía y efectividad de las normas y principios constitucionales; será el máximo y último intérprete de esta Constitución y velará por su uniforme interpretación y aplicación. Las interpretaciones que establezca la Sala Constitucional sobre el contenido o alcance de las normas y principios constitucionales son vinculantes para las otras Salas del Tribunal Supremo de Justicia y demás tribunales de la República” (Resaltado fuera de texto).
 
Partiendo del contenido constitucional antes transcrito y, de acuerdo a lo establecido en el artículo 25 ordinal 18º de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia,  se establece con carácter exclusivo y excluyente la competencia de esta proba Sala para el conocimiento de las acciones de amparo constitucional interpuestas en contra de los altos funcionarios del Estado, siendo su contenido el siguiente:

“Conocer en única instancia las demandas de amparo constitucional que sean interpuestas contra los altos funcionarios públicos o altas funcionarias públicas nacionales de rango constitucional” (Resto del articulo omitido)

 
En este sentido, se entienden por altos funcionarios públicos los establecidos en el artículo 8 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales y, los establecidos en el artículo 44 del Decreto con Rango, Valor y Fuerza de Ley Orgánica de la Administración Pública, los cuales expresamente señalan:

“Artículo 8. La Corte Suprema de Justicia conocerá en única instancia, en la Sala de competencia afín con el derecho o garantía constitucionales violados o amenazados de violación, de la acción de amparo contra el hecho, acto u omisión emanados del Presidente de la República, de los Ministros, del Consejo Supremo Electoral y demás organismos electorales del país, del F. General de la República, del Procurador General de la República o del Contralor General de la República” (Resaltado fuera de texto)

“Artículo 44. Son órganos superiores de dirección del nivel central de la Administración Pública Nacional, la Presidenta o Presidente de la República, la Vicepresidenta Ejecutiva o Vicepresidente Ejecutivo, el Consejo de Ministros, las Vicepresidentas o Vicepresidentes Sectoriales, las ministras o ministros, las viceministras o viceministros; las jefas o jefes de Gobierno y las autoridades regionales.” (Resto del artículo omitido. Resaltado fuera de texto)


Por otra parte, se hace necesario destacar el criterio vinculante impuesto en la sentencia  dictada en el expediente Nº 00-0002, de fecha 20 de enero de 2000 (Caso: Emery Mata Millan), con ponencia del Magistrado Dr. Jesús Eduardo Cabrera que señala:
“Por tanto, esta Sala establece que ha sido facultada en materia de amparo de la siguiente forma:
 Por ser función de esta Sala, según el artículo 335 de la Constitución, la interpretación de dicha Carta Magna, es claro que la materia de su conocimiento abarca las infracciones constitucionales, como lo demuestran las atribuciones que la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela otorga a la Sala Constitucional en su artículo 336. Esta circunstancia la convierte en la Sala que por la materia tiene la competencia para conocer, según el caso, de las acciones de amparo constitucional propuestas conforme a la Ley Orgánica de Amparo Sobre Derechos y Garantías Constitucionales. Por otra parte, debido a su condición de juez natural en la jurisdicción constitucional, la competencia que contempla el artículo 8 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales ha desaparecido, ya que la materia constitucional corresponde a esta Sala (téngase presente que la creación de una Sala con competencia constitucional, origina un criterio orgánico para delimitar la competencia en el cual se encuentran comprendidos, necesariamente, todos los asuntos relacionados con la Constitución). 
 Por las razones expuestas, esta Sala declara que, la competencia expresada en los artículos 7 y  8 de la ley antes citada, se distribuirá así: 
1.-
Corresponde a la Sala Constitucional, por su esencia, al ser la máxima protectora de la Constitución y además ser el garante de la supremacía y efectividad de las normas y principios constitucionales, de acuerdo con el artículo 335 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, el conocimiento directo, en única instancia, de las acciones de amparo a que se refiere el artículo 8 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, incoadas contra los altos funcionarios a que se refiere dicho artículo, así como contra los funcionarios que actúen por delegación de las atribuciones de los anteriores. Igualmente, corresponde a esta Sala Constitucional, por los motivos antes expuestos, la competencia para conocer de las acciones de amparo que se intenten contra las decisiones de última instancia emanadas de los Tribunales o Juzgados Superiores de la República, la Corte Primera de lo Contencioso Administrativo y las Cortes de Apelaciones en lo Penal que infrinjan directa e inmediatamente normas constitucionales…” (Resaltado fuera de texto)
 De acuerdo a todas las consideraciones antes expuestas y, siendo que en el caso concreto estamos frente a una acción de amparo constitucional que se intenta en contra del Presidente electo de la República Bolivariana de Venezuela, por amenazas de violación de principios y garantías contenidos en la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela; como consecuencia de los hechos notorios y comunicacionales anunciados respecto de Censo Nacional de Transporte como requisito obligatorio e indispensable para la asignación de subsidios de combustible y otros beneficios a través del carnet de la patria; no cabe dudas respecto de la competencia que efectivamente tiene esta Sala Constitucional; razón por la cual formal y respetuosamente solicitamos así sea declarado. 
CAPITULO II
DEL HECHO ANUNCIADO POR EL 
PRESIDENTE ELECTO DE LA REPÚBLICA 
BOLIVARIANA DE VENEZUELA

 Distinguidos Magistrados, el pasado veinticinco (25) de julio de dos mil dieciocho (2018), el Presidente electo de la República Bolivariana de Venezuela, ciudadano NICOLAS MADURO MOROS, en lo adelante EL AGRAVIANTE; informó a través de una Cadena Nacional de Radio y Televisión desde el Palacio de Miraflores,  a toda la colectividad, la puesta en marcha de un “Censo Nacional de Transporte”,  como parte de una serie de medidas económicas que adelanta el Gobierno. 

“Necesitamos tener el censo del parque automotor del país para las nuevas políticas de apoyo y subsidio del transporte en general, para la recuperación y otras cosas más. A buen entendedor un buen censo y registro de transporte” 
 

“El presidente de la República, Nicolás Maduro, instó al sector transporte público y privado, a registrarse en el Censo Nacional de Transporte que se realizará el próximo 3, 4 y 5 de agosto para fortalecer el sector y afianzarlo a los beneficios y subsidios con el Carnet de la Patria”

 
Con ocasión a la transcripción parcial de los anuncios efectuados y ratificados por EL AGRAVIANTE, y siendo que, los mismos fueron efectuados a través de los medios de comunicación nacional, se anexa al presente escrito contentivo de acción de amparo constitucional, Disco Compacto (CD), contentivo de la cadena nacional de radio y televisión, efectuada por EL AGRAVIANTE, en fecha 25 de julio de 2018, desde el Palacio de Miraflores de Caracas, así como su ratificación en el “IV Congreso del Partido Socialista Unido de Venezuela (PSUV)”; siendo pertinente y necesario; ya que de la misma se desprende el anuncio efectuado respecto del censo nacional de transporte, con las  características que, a través de la presente acción denunciamos como violatorias de derechos y garantías constitucionales de todos los ciudadanos.

El “Censo Nacional de Transporte” tal y como fue señalado por el Primer Mandatario Nacional, en principio va dirigido a todos los sectores de la población venezolana que posean vehículos automotores; con el único fin de obtener información del parque automotor nacional, orientado a la implementación de medidas económicas, para el otorgamiento de subsidios y otros beneficios relacionados a este sector. 

 Sin embargo, a este respecto enfatizó EL AGRAVIANTE que, para optar a los beneficios que supuestamente otorga el referido censo, es requisito indispensable y obligatorio, que los ciudadanos realicen su registro, única y exclusivamente a través del Sistema Patria por medio del portal web www. patria. org.ve, el cual es el mismo con el que el gobierno coordina las asignaciones directas conocidas como bonos y;  obtener a modo de consecuencia lo que se conoce como el “Carnet de la Patria”; por lo que, las personas que no realicen el trámite conducente para su adquisición no podrán formar parte del Censo Nacional de Transporte y consecuencialmente no podrán optar a ninguno de los supuestos beneficios que ello comporta. 
De esta manera, se evidencia como se despliegan del anuncio efectuado por EL AGRAVIANTE, diversas violaciones de derechos y garantías, consagradas en nuestro texto fundamental; iniciando con la VIOLACIÓN A LAS LIBERTADES POLÍTICAS de todos los ciudadanos, consagrada en el artículo 62 Constitucional; pues acreditarle el carácter de obligatorio carnetizarse dentro de las bases de un sector político específico (oficial) y con el cual, necesariamente no comulgan el cien por ciento de los ciudadanos, es definitivamente violatorio  del texto constitucional:

 “Capítulo IV De los derechos políticos y del referendo popular 

Sección primera: de los derechos políticos 

Artículo 62. TODOS LOS CIUDADANOS Y CIUDADANAS TIENEN EL DERECHO DE PARTICIPAR LIBREMENTE EN LOS ASUNTOS PÚBLICOS, directamente o por medio de sus representantes elegidos o elegidas. 
La participación del pueblo en la formación, ejecución y control de la gestión pública es el medio necesario para lograr el protagonismo que garantice su completo desarrollo, tanto individual como colectivo. Es obligación del Estado y deber de la sociedad facilitar la generación de las condiciones más favorables para su práctica”
Llama poderosamente la atención que, el condicionamiento anteriormente expresado, se encuentre por encima del hecho que, en la República Bolivariana de Venezuela, EL ÚNICO DOCUMENTO DE IDENTIFICACIÓN OBLIGATORIO es la CÉDULA DE IDENTIDAD, la cual nos hace a quienes la poseemos, automáticamente venezolanos y beneficiarios de modo igualitario, de las riquezas naturales de este país.

Tal aseveración se origina siendo que EL AGRAVIANTE como parte de los anuncios efectuados, adicionalmente señaló sus “”beneficios””; a través de los medios de comunicación de todo el país; advirtiendo que los mismos serán destinados única y exclusivamente a los ciudadanos que participen en el referido censo, previo al cumplimiento de la exigencia de registrarse por medio del carnet de la patria. 
Dentro de los beneficios anunciados destacan el SUBSIDIO DIRECTO DEL COMBUSTIBLE, así como el subsidio y control de precios de los lubricantes, repuestos y auto partes de los vehículos; por lo que, a razón de lo primero, ordenó la implementación de los mecanismos y plataformas digitales y electrónicas necesarias, a los fines de adaptar a las más de ocho mil (8.000) estaciones de servicio a nivel nacional; para el uso e implementación del carnet de la patria para la colocación de gasolina con subsidio en todo el país.

Como consecuencia de lo anterior, adicionalmente, aclaró EL AGRAVIANTE de manera categórica que, todo aquel ciudadano que NO PARTICIPE EN EL CENSO NACIONAL DE TRANSPORTE bajo las condiciones establecidas por el Ejecutivo Nacional deberá pagar  “la gasolina” a precios INTERNACIONALES.  

“¡Sí voy a poner el precio de la gasolina internacional!” 
 

Tal y como es del conocimiento de toda la colectividad, el combustible es un derivado que se extrae del petróleo, el cual forma parte de la riqueza natural de la República Bolivariana de Venezuela y, consecuencialmente de TODOS LOS VENEZOLANOS; razón por la cual, condicionar al carnet de la patria y al referido censo nacional, el consumo de combustible y su pago a precios internacionales o subsidiados, además de ser ilógico e inviable es sobre todas las cosas INCONSTITUCIONAL, de acuerdo a lo consagrado en el referido instrumento:

“Artículo 112. Todas las personas pueden dedicarse libremente a la actividad económica de su preferencia, sin más limitaciones que las previstas en esta Constitución y las que establezcan las leyes, por razones de desarrollo humano, seguridad, sanidad, protección del ambiente u otras de interés social. El Estado promoverá la iniciativa privada, GARANTIZANDO la creación y JUSTA DISTRIBUCIÓN DE LA RIQUEZA, ASÍ COMO LA PRODUCCIÓN DE BIENES Y SERVICIOS QUE SATISFAGAN LAS NECESIDADES DE LA POBLACIÓN, la libertad de trabajo, empresa, comercio, industria, sin perjuicio de su facultad para dictar medidas para planificar, racionalizar y regular la economía e impulsar el desarrollo integral del país” (Resaltado fuera de texto)

 
Igualmente, sigue señalando nuestro texto fundamental, respecto de los derechos económicos de los ciudadanos:

“Artículo 117. Todas las personas tendrán derecho a disponer de bienes y servicios de calidad, así como a una información adecuada y no engañosa sobre el contenido y características de los productos y servicios que consumen; A LA LIBERTAD DE ELECCIÓN Y A UN TRATO EQUITATIVO Y DIGNO. LA LEY ESTABLECERÁ LOS MECANISMOS NECESARIOS PARA GARANTIZAR ESOS DERECHOS, las normas de control de calidad y cantidad de bienes y servicios, los procedimientos de defensa del público consumidor, el resarcimiento de los daños ocasionados y las sanciones correspondientes por la violación de estos derechos” (Resaltado fuera de texto)

 De esta misma forma y en esta misma línea de ideas, los anuncios efectuados por EL AGRAVIANTE nada tienen que ver y muy por el contrario, contradicen al constituyente respecto al régimen socioeconómico de nuestro país; el cual tiene como bases principales la JUSTICIA SOCIAL y la DEMOCRACIA, cuando señala:

“Artículo 299. El régimen socioeconómico de la República Bolivariana de Venezuela se fundamenta en los principios de justicia social, democracia, eficiencia, libre competencia, protección del ambiente, productividad y solidaridad, a los fines de asegurar el desarrollo humano integral y una existencia digna y provechosa PARA LA COLECTIVIDAD. El Estado, conjuntamente con la iniciativa privada, promoverá el desarrollo armónico de la economía nacional con el fin de generar fuentes de trabajo, alto valor agregado nacional, elevar el nivel de vida de la población y fortalecer la soberanía económica del país, GARANTIZANDO la seguridad jurídica, solidez, dinamismo, sustentabilidad, permanencia Y EQUIDAD DEL CRECIMIENTO DE LA ECONOMÍA, PARA LOGRAR UNA JUSTA DISTRIBUCIÓN DE LA RIQUEZA MEDIANTE UNA PLANIFICACIÓN ESTRATÉGICA DEMOCRÁTICA, PARTICIPATIVA Y DE CONSULTA ABIERTA” (Resaltado fuera de texto)

 
De acuerdo a lo anterior; primero, es inconstitucional someter a la colectividad a carnetizarse y formar parte de las estadísticas de en una tendencia política específica, como es el caso del carnet de la patria (VIOLATORIO DE DERECHOS POLÍTICOS); en segundo lugar es inconstitucional que, conforme lo anterior se obligante para poder hacer uso libre de los bienes y servicios provenientes de las riquezas naturales de todos los venezolanos, independientemente de la tolda política a la que pertenezcan (DERECHOS ECONÓMICOS) y, de acuerdo al texto anteriormente transcrito, EL AGRAVIANTE como Presidente constitucional y electo de todos los venezolanos, NO SE  ENCUENTRA GARANTIZANDO LA JUSTA DISTRIBUCIÓN DE LA RIQUEZA a través del desarrollo armónico de la economía nacional; sino que muy por el contrario, se encuentra excluyendo a quienes no participen de un censo como el mencionado suficientemente en el escrito de marras; incurriendo inclusive en contradicciones, ya que es de suponer que el referido censo del parque automotor YA EXISTE, como parte de las funciones que le corresponde realizar al Ministerio del Poder Popular para el Transporte; para lo cual solo bastaría su actualización a los fines de otorgar los beneficios a todos de manera igualitaria.

En atención a lo anterior, es importante lo que destaca nuestro texto constitucional en relación a la IGUALDAD DE TODOS LOS CIUDADANOS ANTE LA LEY, consagrada en el artículo 21 Constitucional; el cual establece en sus ordinales 1º y 2º:

1º “NO SE PERMITIRÁN DISCRIMINACIONES fundadas en la raza, el sexo, el credo, la condición social o aquellas que, en general, tengan por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio en condiciones de igualdad, de los derechos y libertades de toda persona” (Resaltado fuera de texto)

2º “La ley garantizará las condiciones jurídicas y administrativas para que la igualdad ante la ley sea real y efectiva; adoptará medidas positivas a favor de personas o grupos que puedan ser discriminados, marginados o vulnerables; protegerá especialmente a aquellas personas que por alguna de las condiciones antes especificadas, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan” (Resaltado fuera de texto)

Definitivamente resulta DISCRIMINATORIO y consecuencialmente violatorio del texto constitucional aseverar, tal y como lo hizo EL AGRAVIANTE a través de cadena nacional de radio y televisión que, quien no participe en el censo nacional de transporte a través del carnet de la patria, debe pagar el combustible a precios INTERNACIONALES, es decir, COMO SI NO FUERAN VENEZOLANOS.

  El basamento utilizado por EL AGRAVIANTE, como justificativo del anuncio realizado, se orientó al uso racional del combustible; para de esta manera evitar el contrabando del mismo fuera de las fronteras de nuestro país; además de señalar el bajo costo que siempre ha caracterizado la contraprestación del servicio referido, el cual no se justifica con lo que realmente genera y representa para el Estado venezolano.
Tras los anuncios efectuados por EL AGRAVIANTE, de inmediato se iniciaron jornadas diarias para que, los ciudadanos “interesados” obtuvieran en todas las Plaza Bolívar del país el Carnet de la Patria, como única vía para lograr ser beneficiarios del subsidio del combustible, a través del “Censo Nacional de Transporte” y, de esta manera evitar su pago a un costo internacional, generando cierta confusión a la colectividad, pues EL AGRAVIANTE adicionalmente dio un plazo perentorio para el registro de los vehículos a través de la plataforma digital www. patria. org.ve y previo a la obtención del referido carnet; además del hecho de no saber desde que momento serían implementadas las nuevas tarifas del combustible. 

Es de hacer notar que, tanto la inscripción al Carnet de la Patria, como el Censo Nacional de Transporte ha tenido que ser prorrogado en varias oportunidades, por instrucciones de EL AGRAVIANTE, debido a que, hasta la presente fecha, no se han efectuado las adecuaciones correspondientes para el uso e implementación del carnet como único medio de obtener el subsidio directo del combustible; señalando además que desde el 1º hasta el 20 de septiembre de 2018, se explicará de manera gradual y progresiva a todos los ciudadanos, el mecanismo que se utilizará para concretar el objetivo del censo.
Es de suma importancia destacar a esta respetable sala que, los hechos aquí presentados y objeto de denuncia por violación a garantías constitucionales; fueron y son objeto de difusión a través de múltiples medios de comunicación nacional (Prensa, Radio, Televisión y redes sociales); por lo que se ha convertido en un HECHO NOTORIO Y COMUNICACIONAL. ASI SOLICITAMOS SEA CONSIDERADO POR ESTA PROBA SALA.
Ante los señalamientos efectuados por EL AGRAVIANTE, se hace necesario acotar a esta respetable Sala, que desde el 25 de julio de 2018 a la presente fecha no consta que se haya firmado ningún tipo de decreto referente al Censo Nacional de Transporte;  al subsidio directo del combustible, ni al pago del mismo a precios internacionales, a quienes no cumplan con el requisito previo de registrarse en el sistema patria con el carnet respectivo; sin embargo tales hechos son evidentes amenazas a violaciones constitucionales; 
Como consecuencia de las consideraciones anteriormente planteadas, de conformidad con lo previsto en los artículos 26 (Tutela Judicial Efectiva) y 27 (Derecho de Amparo), todos Constitucionales, formal y respetuosamente interponemos la presente ACCIÓN DE AMPARO CONSTITUCIONAL en contra del ciudadano NICOLAS MADURO MOROS, Presidente electo de la República Bolivariana de Venezuela, tras ejercer una AMENAZA GRAVE a derechos y garantías de orden constitucional; tal y como lo prevé expresamente el artículo 8 Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, cuando señala:
“La Corte Suprema de Justicia conocerá, en única instancia y mediante aplicación de los lapsos y formalidades previstos en la Ley, en la sala de competencia afín con el derecho o garantía constitucionales violados o AMENAZADOS DE VIOLACIÓN, de las acciones de amparo contra los hechos, actos y omisiones emanados del Presidente de la República, de los Ministros, del Consejo Supremo Electoral y demás organismos electorales del país, del Fiscal General de la República, del Procurador General de la República o del Contralor General de la República” (Resaltado fuera de texto)

 
Cada uno de los hechos notorios y comunicacionales anunciados por EL AGRAVIANTE, señalados en el presente capítulo, SON UNA EVIDENTE AMENAZA DE VIOLACIÓN DE DERECHOS Y GARANTÍAS CONSTITUCIONALES; razón por la cual solicitamos formal y muy respetuosamente a esta respetable sala, se sirva admitir la presente acción de amparo constitucional y declarar la misma con lugar en su sentencia definitiva. ASÍ SE SOLICITA. 

CAPITULO III
HECHO NOTORIO COMUNICACIONAL

DE LOS ANUNCIOS EFECTUADOS 
POR EL AGRAVIANTE

 
Respetados Magistrados, tal y como fue mencionado arriba, todas y cada una de las AMENAZAS de violaciones de derechos y garantías constitucionales; fueron efectuadas por EL AGRAVIANTE en fecha 25 de julio de 2018, a través de una Cadena Nacional de Radio y Televisión y, posteriormente ratificadas en diversas apariciones en los propios medios de comunicación y otras cadenas nacionales efectuadas.

 
A tales fines, tal y como se señalo arriba, se anexa al presente escrito contentivo de acción de amparo constitucional, Disco Compacto (CD), contentivo de la cadena nacional de radio y televisión, efectuada por EL AGRAVIANTE, en fecha 25 de julio de 2018, desde el Palacio de Miraflores de Caracas, así como su ratificación en el “IV Congreso del Partido Socialista Unido de Venezuela (PSUV)”; siendo pertinente y necesario; ya que de dichas grabaciones se acredita ciertamente el hecho notorio comunicacional, por medio del cual se desprende el anuncio efectuado respecto del censo nacional de transporte, con las  características que, a través de la presente acción denunciamos como violatorias de derechos y garantías constitucionales de todos los ciudadanos.

 
En atención a ello, se precisa oportuno señalar a esta respetable sala que, los anuncios efectuados por el Presidente electo de la República Bolivariana de Venezuela, caben perfectiblemente dentro de la connotación de un “HECHO NOTORIO”, en razón de lo cual pasamos de seguidas y para una mayor inteligencia del presente escrito, a referir algunas definiciones doctrinales efectuadas a este respecto.

  
Calamandrei señala que los hechos notorios son:

 “aquellos que entran naturalmente en el conocimiento, en la cultura o en la información normal de los individuos, con relación a un lugar o a un círculo social y a un momento determinado, en el momento en que ocurre la decisión.”

 
Para el prestigioso abogado y profesor uruguayo, Eduardo Juan Couture Etcheverry, hecho notorio se define como: 

“hechos que entran naturalmente en el conocimiento, cultura e información normal de los individuos. Están relacionados con un lugar o círculo social determinado. El conocimiento debe existir al momento de producirse la decisión”

 
Por su parte CARNELUTTI en su obra “La Prueba Civil” señala a este respecto:

“Son nociones que entran en la experiencia común. No las que posee el hombre medio, sino las que interesan a la generalidad del hombre”
 
Lorenz von Stein señala como hecho notorio, aquellos que son generalizadamente percibidos o divulgados, sin refutación y con una generalidad tal, que un hombre razonable y con experiencia de vida puede declararse tan convencido de ellos como el Juez en el proceso con base en la práctica de la prueba.
 
Tal y como se puede evidenciar de lo anterior, el HECHO NOTORIO no es un concepto nuevo, muy por el contrario, ha caracterizado las actuaciones de la colectividad a lo largo del tiempo; constituyéndose como circunstancias acreditable en materia de derecho, como consecuencia de la relevancia social. En este sentido, lo que pudiera considerarse novedoso, es el agregado COMUNICACIONAL (RAE: “Perteneciente o relativo a los medios de comunicación); lo cual en el caso que hoy nos ocupa, se acredita  como consecuencia de hechos anunciados por EL AGRAVIANTE a través de Cadena Nacional de Radio y Televisión dirigidos  a toda la colectividad; lo cual se ha repetido a lo largo de todo este tiempo a través de los medios de comunicación. Así, tenemos que respecto del HECHO NOTORIO COMUNICACIONAL, esta proba Sala ha señalado:

 “…El hecho notorio comunicacional como un tipo de notoriedad, puede ser fijado como cierto por el Juez sin necesidad que conste en autos, ya que la publicidad que el ha recibido permite, tanto al juez como a lo miembros de la sociedad, conocer su existencia, lo que significa que el sentenciador realmente no está haciendo uso de su saber privado; y pudiendo los miembros del colectivo, tener en un momento determinado, igual conocimiento de la existencia del hecho, porque negar su uso procesal. 
El hecho comunicacional puede ser acreditado por el Juez o por las partes con los instrumentos contentivos de lo publicado o por grabaciones o videos, por ejemplo, de las emisiones radiofónicas o de las audiovisuales, que demuestren la difusión del hecho, su uniformidad en los distintos medios y su consolidación; es decir, lo que constituye la noticia.

… Planteado así la realidad de tal hecho y sus efectos, concatenado con la justicia responsable y sin formalismos inútiles que el artículo 26 de la Constitución de la República Bolivariana de Venezuela contempla; aunado a que el proceso constituye un instrumento fundamental para la realización de la justicia, tal como lo establece el artículo 257 de la Vigente Constitución, y que el Estado venezolano es de derecho y de justicia, como lo expresa el artículo 2 ejusdem, en aras a esa justicia expedita e idónea que señala el artículo  26 Constitución de la República Bolivariana de Venezuela, a pesar de que el hecho notorio comunicacional y su incorporación a los autos de oficio por el juez, no está prevenido expresamente en la ley, ante su realidad y el tratamiento que se viene dando en los fallos a otros hechos, incluso de menor difusión, esta Sala considera que para desarrollar un proceso justo, idóneo y sin formalismos inútiles, el sentenciador puede dar como ciertos los hechos comunicacionales con los caracteres que luego se indican, y por ello puede fijar como cierto, los hechos que de una manera uniforme fueron objeto de difusión por los medios de comunicación, considerándolos una categoría de hechos notorios de corta duración.
“...En el derecho medieval existía el principio “notoria non egent probatione”, que exoneraba de prueba al hecho notorio. Conceptualizar  lo que debe entenderse por dicho hecho, ha sido discutido por diferentes autores, siendo la definición del tratadista italiano Piero Calamandrei, en su obra Definición del Hecho Notorio (Estudios Sobre El Proceso Civil. Editorial Bibliográfica Argentina 1945), tal vez de mayor aceptación. El maestro Calamandrei lo definía así: ‘se consideran notorios aquellos hechos el (sic) conocimiento de los cuales forma parte de la cultura normal propia de un determinado círculo social en el tiempo en que se produce la decisión’. El principio de que lo notorio no requiere prueba fue acogido en el artículo 506 del Código de Procedimiento Civil, así como en el artículo 215 del Código Orgánico Procesal Penal, por lo que se trata de un principio que informa al proceso en general.

Ceñidos a la definición de Calamandrei, puede decirse que la concepción clásica del hecho notorio, requiere, por la necesidad de la incorporación del hecho a la cultura, que él, por su importancia, se integre a la memoria colectiva...”

“...Pero en el mundo actual, con el auge de la comunicación escrita mediante periódicos, o por vías audiovisuales, ha generado la presencia de otro hecho, cual es el hecho publicitado, el cual en principio o se puede afirmar si es cierto o no, pero que adquiere difusión pública uniforme por los medios de comunicación social, por lo que muy bien podría llamársele el hecho comunicacional y puede tenerse como una categoría entre los hechos notorios, ya que forma parte de la cultura de un grupo o círculo socia en una época o momento determinado, después  del cual pierde trascendencia  y su recuerdo solo se guarda en bibliotecas o instituciones parecidas, pero que para la fecha del fallo formaba parte del saber mayoritario de un círculo  o grupo social, o a él podía accederse...” 

“...Así los medios de comunicación social escritos, radiales o audiovisuales, publicitan un hecho como cierto, como sucedido, y esa situación  de certeza se consolida cuando el hecho no es desmentido a pesar que ocupa un espacio reiterado en los medios de comunicación social...”

“… dicho hecho tienes características que lo individualizan y crean una sensación de veracidad que debe ser tomada en cuenta por el sentenciador. Esos caracteres confluyentes son: 1) Se trata de un hecho y no de una opinión o un testimonio, sino de un evento reseñado por el medio como noticia; 2) Su difusión es simultánea por varios medios de comunicación social escritos, audiovisuales, o radiales, lo cual puede venir acompañado de imágenes; 3) Es necesario que el hecho no resulte sujeto a rectificaciones, a dudas sobre su existencia , a presunciones sobre falsedad del mismo, que surjan de los mismos medios que lo comunican, o de otros y, es lo que esta Sala ha llamado antes la consolidación del hecho, lo cual ocurre en un tiempo prudencialmente calculado pro el juez, a raíz de su comunicación; y 4) Que los hechos sean contemporáneos para la fecha del juicio o de la sentencia que los tomará en cuenta...” 
.

 
Visto lo anterior, y siendo que efectivamente la AMENAZA DE VIOLACIÓN DE DERECHOS Y GARANTÍAS CONSTITUCIONALES por parte de EL AGRAVIANTE se encuentran suficientemente acreditadas a través de la Cadena Nacional de Radio y Televisión de fecha 25 de julio de 2018 y en cadenas nacionales posteriores; se constituye como prueba irrebatible de los anuncios efectuados y objeto de la presente acción de amparo constitucional, siendo que no han sido contradichos con posterioridad; en razón de lo cual solicitamos formal y respetuosamente a esta honorable sala  sea considerado como un hecho notorio comunicacional. ASÍ SE SOLICITA FORMAL Y RESPETUOSAMENTE.
CAPITULO IV

DE LA ILOGICIDAD DEL 

CENSO NACIONAL DE TRANSPORTE

CONVOCADO POR EL AGRAVIANTE

 
El Instituto Nacional de Transporte Terrestre (INTT), es un ente adscrito al Ministerio del Poder Popular para el Transporte, con competencia en materia de transporte terrestre, con personalidad jurídica, que goza de los privilegios y prerrogativas que se le acuerdan a la República, de conformidad con la ley, cuya sede central está ubicada en la ciudad de Caracas.

 
Este ente adscrito, se encuentra perfectamente regulado y definiendo de manera legal 
 y contempla entre otras cosas las funciones que desempeña en el marco de la actividad de transporte en el país:

• La planificación y ejecución de programas de fortalecimiento institucional del sector transporte terrestre. 

• LLEVAR EL REGISTRO DEL SISTEMA NACIONAL DE TRANSPORTE TERRESTRE.

• Registro, expedición, renovación y control de licencias para conducir vehículos a motor, en el ámbito nacional, en los diferentes grados y categorías. 

• Registro, expedición y control de títulos profesionales para conducir vehículos a motor con fines de lucro. 

• Otorgamiento, registro y control de placas identificadoras de vehículos a motor destinadas al uso público o privado, en las diferentes clasificaciones y modalidades. 

• Realizar estudios de proyectos, otorgamiento de permisos, regulación y registro de los servicios conexos de carácter nacional, como terminales públicos y privados, paradores viales de pasajeros y pasajeras, turísticos y de carga, terminales generadores de transferencia e intermodal de carga, transporte de encomienda, escuelas del transporte, estacionamientos concesionarios del instituto, estaciones fijas y móviles de revisión técnica, mecánica y física de vehículos; ubicación y acceso de las estaciones de servicios, servicios de grúas de arrastre y de plataforma y cualquier otro, de conformidad con el ordenamiento jurídico. 

• Efectuar estudios y revisión de tarifas y fletes del transporte terrestre público de pasajeros y pasajeras, y de carga, en los casos previstos en la ley. 

• Todo lo concerniente a la planificación, funcionamiento y control de los recursos del Instituto y de sus órganos desconcentrados.


• Llevar estadísticas del transporte terrestre y dispositivos para el control del tránsito.


• Promover la educación y seguridad vial. 

• Establecer los criterios técnicos y otorgar los permisos para la colocación vallas y demás medios publicitarios en las vías públicas nacionales y en los predios colindantes a las mismas, el control de su ubicación y los procedimientos administrativos para su remoción, en coordinación con las autoridades estadales y municipales. 

• Establecer los criterios técnicos y otorgar los permisos para la colocación de publicidad en los vehículos. 

• Velar por el cumplimiento de las normas relativas a la circulación y seguridad en el ámbito nacional.

• Establecer los mecanismos de coordinación y homologación de las policías con competencia para el control y vigilancia del tránsito y transporte terrestre. 

• Otorgar las autorizaciones para la prestación de los servicios de transporte terrestre público de pasajeros y pasajeras, y de carga en el ámbito de la competencia nacional. 

• Otorgar las autorizaciones para los trabajos sobre la infraestructura vial en el ámbito de la competencia nacional. 

• Aplicar las sanciones administrativas, en los casos previstos en la ley. 

• Velar por el correcto funcionamiento en la prestación del servicio de transporte terrestre.


• Percibir y administrar los ingresos provenientes de los servicios que preste y de las sanciones que imponga.

• Dictar actos administrativos generales o particulares, en las materias de su competencia. Estos actos agotan la vía administrativas y los interesados podrán acudir directamente ante la jurisdicción contencioso administrativa. 

• Informar trimestralmente al Ministerio del Poder Popular con competencia en materia de transporte terrestre sobre los ingresos que perciba y administre. 

• Controlar y regular la colocación, conservación y mantenimiento de la señalización y demarcación de las vías, así como la autorización para la colocación y señalización de los mecanismos de control de velocidad en las carreteras de vías nacionales. 


• Otorgar en materia de terminales públicos y privados, la certificación del proyecto, en cuanto al cumplimiento de las normas técnicas correspondientes, así como el registro del servicio una vez otorgada la licencia de operación. 


• Otorgar la licencia de operación de servicio conexo cuando se trata de operadores u operadoras sujetos o sujetas a la competencia nacional. 


• El control, inspección y supervisión de los terminales públicos y privados que integran el Sistema Nacional de Terminales de Pasajeros y Pasajeras, del Transporte Terrestre Público y Privado. 

• Las demás que se le asignen o le confiera la Ley de Transporte Terrestre

 
Ahora bien, visto lo anterior; lo cual evidentemente no se trata de un hecho nuevo dentro de la organización del Estado; nos preguntamos: ¿Qué sentido tiene convocar a un censo nacional de transporte, cuando este registro existe y es llevado por el Instituto Nacional de Transporte Terrestre (INTT), ente adscrito al Ministerio del Poder Popular para el Transporte? 

 
Tal y como deben saber los respetables Magistrados de esta Sala Constitucional, conforme a la lógica, las máximas de experiencia y la sana crítica, no se puede obtener un vehículo sin que, previamente, este se encuentre registrado a través de la emisión de una placa, previa verificación y carga en un sistema de las demás características, no solo del vehículo sino de su propietario; tanto es así que, se emite un instrumento denominado “Carnet de Circulación”, el cual forma parte del “Registro de Vehículos”, el cual posee todos los datos necesarios, sin el cual no se puede circular por el territorio nacional. Tal registro obedece a directrices emanadas del Estado venezolano a través del  despacho ministerial correspondiente. 
 
El trámite correspondiente a la emisión de placas (identificación) y cualquier otro tipo de perisología, corresponde exclusivamente al Estado venezolano, a través del instituto referido por medio del Sistema Nacional de Registro de Tránsito y Transporte Terrestre YA EXISTENTE; por lo que, el censo nacional de transporte anunciado por EL AGRAVIANTE, carece de toda lógica y necesidad, a la par de usurpar las funciones correspondientes al Ministerio del Poder Popular para el Transporte, característico de todo acto desproporcionado. 
 
En razón de lo anterior, se advierte a esta proba sala, que las justificaciones dadas por EL AGRAVIANTE a través de cadena nacional de radio y televisión, respecto de la necesidad de un censo nacional de transporte para “conocer el parque automotor nacional” no tienen ningún sentido. ASÍ SOLICITAMOS FORMAL Y RESPETUOSAMENTE SEA CONSIDERADO.
CAPITULO V

DE LA CÉDULA DE IDENTIDAD

COMO ÚNICO DOCUMENTO 

DE IDENTIFICACIÓN
DENTRO DEL PAÍS

 
Suficientemente, a lo largo del presente escrito de amparo, hemos señalado de qué manera se ve amenazado el derecho y la garantía constitucional que tiene todo ciudadano respecto de las libertades políticas, derechos económicos e igualdad ante la ley; como consecuencia del anuncio efectuado por EL AGRAVIANTE, relativo a la activación de un ”Censo Nacional de Transporte” a través del llamado “Carnet de la Patria”.

 
De igual forma hemos señalado como se está pretendiendo sustituir con el “Carnet de la Patria” al único documento de identificación dentro del territorio nacional, el cual es como consecuencia de lo anterior, el único documento que acredita la nacionalidad venezolana dentro de la República Bolivariana de Venezuela, haciendo a su poseedor, merecedor de todos los derechos que otorga nuestra nación, así como de las obligaciones que ello comporta.
 
De esta manera el artículo 56 Constitucional establece, respecto de este particular, lo siguiente:

“Toda persona tiene derecho a un nombre propio, al apellido del padre y al de la madre y a conocer la identidad de los mismos. El Estado garantizará el derecho a investigar la maternidad y la paternidad. 
Toda persona tiene derecho a ser inscrita gratuitamente en el registro civil después de su nacimiento Y A OBTENER DOCUMENTOS PÚBLICOS QUE COMPRUEBEN SU IDENTIDAD BIOLÓGICA, de conformidad con la ley. Éstos no contendrán mención alguna que califique la filiación” (Resaltado fuera de texto)

 
En este sentido, conforme al texto correspondiente en materia de identificación dentro de la República Bolivariana de Venezuela, se establece expresamente que toda persona una vez cumplido los nueve años de edad, se le otorgará la cédula de identidad, de manera gratuita, presentando original y copia del acta de nacimiento, para el caso de los venezolanos y; la presentación del acta de naturalización y la Gaceta Oficial, para el caso de los venezolanos por naturalización. Estableciéndose además que, LA  CÉDULA DE IDENTIDAD CONSTITUYE EL DOCUMENTO PRINCIPAL DE IDENTIFICACIÓN, para los actos civiles, mercantiles, administrativos, judiciales y para todos aquellos casos en los cuales su presentación sea exigida por la ley. Su expedición será de carácter gratuito y de uso personal e intransferible. 

 
En atención de lo anterior, pretender que para la obtención de algún beneficio social otorgado por el Estado, se deba sacar un documento distinto y adicional a la cédula de identidad, el cual constituye el documento principal de identidad de los venezolanos; resulta absurdo, desproporcionado, ilógico y por sobre todas las cosas inconstitucional.

 
Recordemos que, la cédula de identidad no se encuentra atada a ninguna simpatía gubernamental o partidista; sino que, forma parte de un derecho fundamental, como lo es la identificación única e igual para todas aquellas personas que cumplan con los requerimientos establecidos por el ordenamiento interno venezolano; mientras que cualquier otro documento, tal es el caso del “Carnet de la Patria” sin obedece inexorablemente a una tendencia partidista, lo cual no tiene nada negativo; siempre que sea potestativo y no obligatoria su utilización para acceder a los bienes y servicios que, por obligación competen al Estado. 

 
En razón de lo anterior, se observa de manera evidente, como EL AGRAVIANTE, amenaza de múltiples maneras con la violación de derechos y garantías de orden constitucional, que desde ningún aspecto, le están autorizadas como Presidente de la República Bolivariana de Venezuela. ASÍ SOLICITAMOS A ESTA PROBA SALA SEA CONSIDERADO Y DECLARADO.
CAPITULO VI
DE LAS AMENAZAS DE VIOLACIONES DE 

DERECHOS Y GARANTÍAS CONSTITUCIONALES

TRAS LOS ANUNCIOS EFECTUADOS POR EL AGRAVIANTE

 
Tal y como se ha señalado suficientemente en el escrito de marras, el ciudadano Presidente de la República Bolivariana de Venezuela, tras los anuncios efectuados en cadena nacional de radio y televisión, ha AMENAZADO gravemente de VIOLACIÓN los siguientes derechos y garantías constitucionales; conforme lo previsto en el artículo 8 de la Ley Orgánica sobre Derechos y Garantías Constitucionales:

DERECHO A LAS LIBERTADES POLÍTICAS: Artículo 62 Constitucional.

Artículo 62. TODOS LOS CIUDADANOS Y CIUDADANAS TIENEN EL DERECHO DE PARTICIPAR LIBREMENTE EN LOS ASUNTOS PÚBLICOS, directamente o por medio de sus representantes elegidos o elegidas. 
La participación del pueblo en la formación, ejecución y control de la gestión pública es el medio necesario para lograr el protagonismo que garantice su completo desarrollo, tanto individual como colectivo. Es obligación del Estado y deber de la sociedad facilitar la generación de las condiciones más favorables para su práctica” (Resaltados fuera de texto)
 
Quienes aquí suscribimos, no desconocemos la necesidad de tomar medidas en lo económico y en lo social a los fines de mejorar la calidad de vida de todos y cada uno de los venezolanos; sin embargo obligar a los ciudadanos a acceder a la inscripción en una página web orientada a la tendencia oficial y adicionalmente, obligar a los ciudadanos a sacar el “Carnet de la Patria”, como parte de un ceso nacional de transporte, del cual se desprenderán supuestos beneficios económicos, de forma excluyente, para los venezolanos (SUBSIDIO DIRECTO DE COMBUSTIBLE); resulta una violación a la libertad que tiene toda persona de disentir / pensar distinto en relación a un sector de la población perteneciente a una tendencia política opuesta; pretendiendo con ello sustituir prácticamente el único documento que identifica a los venezolanos dentro del territorio nacional. Lo que quiere decir que, pese a que un sector de la población no se encuentre de acuerdo y no apoye  las políticas adoptadas por el ejecutivo nacional, debe de manera obligatoria formar parte de una iniciativa política que en principio iba dirigida única y exclusivamente a sus simpatizantes, en señal de apoyo a las políticas de gobierno y, el cual era voluntario; sin que el mismo comportara una condición obligatoria para acceder a los bienes y servicios básicos. De allí que la deformación del referido adelanto tecnológico (pagina web y carnet de la patria) por parte del sector oficial liderizado por EL AGRAVIANTE, AMENACE FRONTALMENTE LOS DERECHOS Y LAS GARANTÍAS CONSTITUCIONALES DE SUS NACIONALES; no como un hecho aislado; sino como instrumento para realizar el censo nacional de transporte y consecuencialmente un aumento del combustible desigual para sus nacionales.
DERECHOS ECONÓMICOS: Artículo 112 y 117, ambos Constitucionales.

 
Los derechos económicos consagrados en nuestra carta fundamental contemplan una gama importante de garantías relativas a la actividad económica relacionada con cada uno de los venezolanos, de la cual evidentemente no escapa la forma a través de la cual es impactada la colectividad, como consecuencia de las medidas económicas adoptadas por el Estado, relativas a los bienes y servicios de carácter básico y obligatorio; de esta forma se puede observar dentro de su articulado lo siguiente:
“Artículo 112. Todas las personas pueden dedicarse libremente a la actividad económica de su preferencia, sin más limitaciones que las previstas en esta Constitución y las que establezcan las leyes, por razones de desarrollo humano, seguridad, sanidad, protección del ambiente u otras de interés social. EL ESTADO promoverá la iniciativa privada, GARANTIZANDO la creación y JUSTA DISTRIBUCIÓN DE LA RIQUEZA, ASÍ COMO LA PRODUCCIÓN DE BIENES Y SERVICIOS QUE SATISFAGAN LAS NECESIDADES DE LA POBLACIÓN, la libertad de trabajo, empresa, comercio, industria, sin perjuicio de su facultad para dictar medidas para planificar, racionalizar y regular la economía e impulsar el desarrollo integral del país” (Resaltado fuera de texto)

 
Como parte de las necesidades básicas de los venezolanos, encontramos el uso y consumo del combustible a lo largo y ancho del territorio nacional, sin más limitaciones que las relativas al pago de la contraprestación que tal servicio comporta. 

 
Siendo esto así, se destaca el hecho que, la República Bolivariana de Venezuela, es un país que goza como riqueza natural del petróleo, al punto de ser considerada la primera nación exportadora de crudo en el mundo; por lo que de acuerdo al texto constitucional tal riqueza y sus dividendos, con los controles de explotación respectivos, corresponden a todos los VENEZOLANOS por igual; de allí que, el anuncio efectuado por EL AGRAVIANTE, cuando señala que toda persona que no participe en el censo nacional de transporte a través del carnet de la patria, le será cobrado el combustible a precios internacionales o superiores inclusive, sea absolutamente inconstitucional, pues esta supeditando el uso y consumo de este recurso, a pertenecer y simpatizar con una tendencia política específica, en este caso la oficial; dejando a un lado que, la justa distribución de la riqueza se condiciona exclusivamente a ser venezolano, identificado así a través del único documento de identidad valido dentro del territorio nacional, la cédula de identidad.
 
Por otra parte sigue señalando nuestro texto constitucional:

“Artículo 117. Todas las personas tendrán derecho a disponer de bienes y servicios de calidad, así como a una información adecuada y no engañosa sobre el contenido y características de los productos y servicios que consumen; A LA LIBERTAD DE ELECCIÓN Y A UN TRATO EQUITATIVO Y DIGNO. LA LEY ESTABLECERÁ LOS MECANISMOS NECESARIOS PARA GARANTIZAR ESOS DERECHOS, las normas de control de calidad y cantidad de bienes y servicios, los procedimientos de defensa del público consumidor, el resarcimiento de los daños ocasionados y las sanciones correspondientes por la violación de estos derechos” (Resaltado fuera de texto).

 
Los venezolanos, TODOS POR IGUAL (EQUIDAD), tenemos derecho a la justa distribución de la riqueza. En este caso, el combustible como derivado del petróleo, forma parte de las riquezas naturales de la República Bolivariana de Venezuela, traducido en un servicio por el cual se debe pagar una contraprestación justa e igual para todos; por lo que supeditar el pago del combustible a un registro en el carnet de la patria y a un censo; comporta una AMENAZA grave a los derechos económicos de todos los venezolanos, quienes se verían obligados a pagar el mismo a precios internacionales o superiores, tal y como lo aseguró EL AGRAVIANTE; como si de extranjeros se tratase; por el hecho de disentir de las políticas económicas adoptadas por el ejecutivo nacional.
RÉGIMEN SOCIOECONÓMICO DE LA REPÚBLICA BOLIVARIANA DE VENEZUELA.

“Artículo 299. El régimen socioeconómico de la República Bolivariana de Venezuela se fundamenta en los principios de justicia social, DEMOCRACIA, eficiencia, libre competencia, protección del ambiente, productividad y solidaridad, a los fines de asegurar el desarrollo humano integral y una existencia digna y provechosa PARA LA COLECTIVIDAD. El Estado, conjuntamente con la iniciativa privada, promoverá el desarrollo armónico de la economía nacional con el fin de generar fuentes de trabajo, alto valor agregado nacional, elevar el nivel de vida de la población y fortalecer la soberanía económica del país, GARANTIZANDO la seguridad jurídica, solidez, dinamismo, sustentabilidad, permanencia Y EQUIDAD DEL CRECIMIENTO DE LA ECONOMÍA, PARA LOGRAR UNA JUSTA DISTRIBUCIÓN DE LA RIQUEZA MEDIANTE UNA PLANIFICACIÓN ESTRATÉGICA DEMOCRÁTICA, PARTICIPATIVA Y DE CONSULTA ABIERTA” (Resaltado fuera de texto)

 
No resulta una garantía del régimen socioeconómico del país por parte del Estado, el hecho que EL AGRAVIANTE a los fines de justificar los anuncios efectuados en materia económica y que, resultan una AMENAZA A LOS DERECHOS Y GARANTÍAS DE LOS VENEZOLANOS; materialice la discriminación, el sectarismo y el monopolio económico a través de la implementación de un carnet de características partidistas y, que de manera arbitraria supedite al mismo a un censo nacional de transporte; dirigido al aumento del combustible diferenciando el precio entre los propios venezolanos; alegando la protección de los recursos respecto del contrabando que se materializa en las fronteras de nuestro país; pues para ello existen políticas de Estado diferentes y relativas a la seguridad de la nación.
 
En relación al control de información del parque automotor, resulta ilógico el censo nacional de transporte ordenado por EL AGRAVIANTE, pues ya el Estado maneja y controla la data de los vehículos automotores que circulan en el territorio nacional, al punto que, es el Estado a través del Ministerio del Poder Popular para el Transporte y del Instituto Nacional de Transporte y Tránsito Terrestre, conocido como INTT quien otorga las placas a los vehículos, sin la cual es imposible circular en Venezuela, así como todo lo relacionado a la nacionalización de vehículos y todo lo relativo al tema en cuestión. En razón de lo cual una de las excusas utilizadas por EL AGRAVIANTE para la realización de censo nacional de transporte carece de ningún tipo de fundamento y logicidad.
IGUALDAD DE TODOS LOS CIUDADANOS ANTE LA LEY, consagrada en el artículo 21 Constitucional; el cual establece en sus ordinales 1º y 2º:

1º “NO SE PERMITIRÁN DISCRIMINACIONES fundadas en la raza, el sexo, el credo, la condición social o aquellas que, en general, tengan por objeto o por resultado anular o menoscabar el reconocimiento, goce o ejercicio en condiciones de igualdad, de los derechos y libertades de toda persona” (Resaltado fuera de texto)

2º “La ley garantizará las condiciones jurídicas y administrativas para que la igualdad ante la ley sea real y efectiva; adoptará medidas positivas a favor de personas o grupos que puedan ser discriminados, marginados o vulnerables; protegerá especialmente a aquellas personas que por alguna de las condiciones antes especificadas, se encuentren en circunstancia de debilidad manifiesta y sancionará los abusos o maltratos que contra ellas se cometan” (Resaltado fuera de texto)

 
EL carnet de la patria DISCRIMINA a un sector de la población que no comulga con las políticas del ejecutivo nacional y, a modo de consecuencia trae consigo que los supuestos beneficios anunciados por EL AGRAVIANTE solo vaya dirigido a un grupo de venezolanos; cuando expresamente nuestra carta fundamental PROHÍBE DE MANERA CLARA Y CATEGÓRICA cualquier tipo de actos tendientes a discriminar; entendiendo que el Estado es el primer garante de la igualdad entre todos los ciudadanos de esta nación. No resulta equitativo, igualitario y mucho menos justo que, por el hecho de no participar en un censo de transporte, la consecuencia sea tratar a un nacional como a un extranjero, en cuanto a los obligaciones que tiene la República Bolivariana de Venezuela con sus nacionales referentes a la seguridad social y servicios básicos de primera necesidad; a manera de ejemplo pudiéramos decir que: “en cualquier momento, por disposición del ejecutivo nacional, solo las personas con carnet de la patria tienen la nacionalidad venezolana, excluyendo a los que no comulgan con el sector oficial, de todo lo que conlleva pertenecer a un país en cuanto a los beneficios sociales que son obligación del Estado. O que un día se ordene que, solo las personas inscritas en la página de la patria y con carnet de la patria puedan ejercer  el derecho al voto; o a hacer uso del sistema de salud pública. Lo que hoy se denuncia es exactamente igual a los ejemplos, pero llevado al plano de los derechos económicos de los venezolanos, lo cual inevitablemente se ve violentado junto con el derecho a las libertades políticas, igualdad de todos ante la ley y, a lo que verdaderamente comporta un estado socioeconómico en armonía con la equidad, la democracia y finalmente con la justicia; pues es de hacer notar que si bien cierto EL AGRAVIANTE está sujeto  actuaciones y circunstancias políticas, estas deben estar sujetas y subordinadas al derecho.
 
En la República Bolivariana de Venezuela, así como en la mayoría de los países civilizados del mundo, la máxima norma rectora en el ordenamiento normativo interno es la Constitución Nacional, tal y como lo establece el artículo 7 del mismo texto; por encima del cual no está ni siquiera las acciones de la persona que funja como su Presidente Constitucional y electo; por lo que, estas actuaciones políticas de EL AGRAVIANTE deben estar sujetas a las atribuciones dadas por el constituyente:

SUPREMACÍA CONSTITUCIONAL:
“Artículo 7. La Constitución es la norma suprema y el fundamento del ordenamiento jurídico. Todas las personas y los órganos que ejercen el Poder Público están sujetos a esta Constitución”

  
Sobre este particular, señala la Constitución Nacional respecto de la figura del Presidente de la República, cargo que ostenta EL AGRAVIANTE, lo siguiente:
“Artículo 232. El Presidente o Presidenta de la República es responsable de sus actos y del cumplimiento de las obligaciones inherentes a su cargo. 
ESTÁ OBLIGADO u obligada A PROCURAR LA GARANTÍA DE LOS DERECHOS Y LIBERTADES DE LOS VENEZOLANOS Y VENEZOLANAS, así como la independencia, integridad, soberanía del territorio y defensa de la República. La declaración de los estados de excepción no modifica el principio de su responsabilidad, ni la del Vicepresidente Ejecutivo o Vicepresidenta Ejecutiva, ni la de los Ministros o Ministras, de conformidad con esta Constitución y con la ley.” (Resaltado fuera de texto).

 
Dentro de las libertades de los venezolanos y las venezolanas, se encuentra el derecho a disentir, pensar distinto y en modo de consecuencia, ejercer oposición a las tendencias políticas que no le parezcan apropiadas, lo cual se ve violentado tras obligar a todos los venezolanos con necesidades referentes al uso y consumo del combustible, a sacar el carnet de la patria y participar en un censo de transporte; excluyendo de los supuestos beneficios del mismo a quienes no realicen los tramites conducentes.
 
Dentro de las obligaciones y atribuciones que tiene EL AGRAVIANTE en su condición de Presidente de la República Bolivariana de Venezuela, tenemos:

“Artículo 236. Son atribuciones y OBLIGACIONES del Presidente o Presidenta de la República: 
1. CUMPLIR Y HACER CUMPLIR ESTA CONSTITUCIÓN Y LA LEY. 
2. Dirigir la acción del Gobierno. 
3. Nombrar y remover al Vicepresidente Ejecutivo o Vicepresidenta Ejecutiva; nombrar y remover los Ministros o Ministras. 
4. Dirigir las relaciones exteriores de la República y celebrar y ratificar los tratados, convenios o acuerdos internacionales. 
5. Dirigir la Fuerza Armada Nacional en su carácter de Comandante en Jefe, ejercer la suprema autoridad jerárquica de ella y fijar su contingente. 
6. Ejercer el mando supremo de la Fuerza Armada Nacional, promover sus oficiales a partir del grado de coronel o coronela o capitán o capitana de navío, y nombrarlos o nombrarlas para los cargos que les son privativos. 
7. Declarar los estados de excepción y decretar la restricción de garantías en los casos previstos en esta Constitución. 
8. Dictar, previa autorización por una ley habilitante, decretos con fuerza de ley. 
9. Convocar la Asamblea Nacional a sesiones extraordinarias. 
10. Reglamentar total o parcialmente las leyes, sin alterar su espíritu, propósito y razón. 
11. Administrar la Hacienda Pública Nacional. 
12. Negociar los empréstitos nacionales. 
13. Decretar créditos adicionales al Presupuesto, previa autorización de la Asamblea Nacional o de la Comisión Delegada. 
14. Celebrar los contratos de interés nacional conforme a esta Constitución y a la ley. 
15. Designar, previa autorización de la Asamblea Nacional o de la Comisión Delegada, al Procurador o Procuradora General de la República y a los jefes o jefas de las misiones diplomáticas permanentes. 
16. Nombrar y remover a aquellos funcionarios o aquellas funcionarias cuya designación le atribuyen esta Constitución y la ley. 
17. Dirigir a la Asamblea Nacional, personalmente o por intermedio del Vicepresidente Ejecutivo o Vicepresidenta Ejecutiva, informes o mensajes especiales. 
18. Formular el Plan Nacional de Desarrollo y dirigir su ejecución previa aprobación de la Asamblea Nacional. 
19. Conceder indultos. 
20. Fijar el número, organización y competencia de los ministerios y otros organismos de la Administración Pública Nacional, así como también la organización y funcionamiento del Consejo de Ministros, dentro de los principios y lineamientos señalados por la correspondiente ley orgánica. 
21. Disolver la Asamblea Nacional en el supuesto establecido en esta Constitución. 
22. Convocar referendos en los casos previstos en esta Constitución. 
23. Convocar y presidir el Consejo de Defensa de la Nación. 
24. Las demás que le señalen esta Constitución y la ley. 
El Presidente o Presidenta de la República ejercerá en Consejo de Ministros las atribuciones señaladas en los numerales 7, 8, 9, 10, 12, 13, 14, 18, 20, 21, 22 y las que le atribuya la ley para ser ejercidas en igual forma. 
Los actos del Presidente o Presidenta de la República, con excepción de los señalados en los ordinales 3 y 5, serán refrendados para su validez por el Vicepresidente Ejecutivo o Vicepresidenta Ejecutiva y el Ministro o Ministra o Ministros o Ministras respectivos” (Resaltado fuera de texto)
 
Observamos como a lo largo de las VEINTICUATRO (24) ATRIBUCIONES Y OBLIGACIONES IMPUESTAS POR NUESTRA CARTA FUNDAMENTAL, a EL AGRAVIANTE, ninguna llama a discriminar, sectorizar y dividir a los integrantes de una Nación utilizando como mecanismo la realización de un censo, a través de políticas económicas de Estado que, definitivamente en el caso particular que hoy nos ocupa, AMENAZA CON VIOLENTAR los derechos y las garantías de rango constitucional de los venezolanos; pese a que, tal y como lo consagra el numeral 1° del anterior texto citado, EL AGRAVIANTE ESTA OBLIGADO A CUMPLIR Y HACER CUMPLIR LA CONSTITUCION NACIONAL.
CAPITULO VII
MEDIDA DE TUTELA JUDICIAL 
PREVENTIVA  ANTICIPATIVA


Tras las amenazas evidentes efectuadas por EL AGRAVIANTE respecto de las violaciones constitucionales suficientemente indicadas en el escrito de marras; de conformidad con lo establecido en el artículo 48 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales, que consagra la aplicación por remisión, de disposiciones procesales vigentes; tal y como es el caso de lo establecido en los artículos 585 y siguientes del Código de Procedimiento Civil; como consecuencia del anuncio efectuado por EL AGRAVIANTE, en su carácter de Presidente electo de la República Bolivariana de Venezuela, efectuado el pasado 25 de julio de 2018 desde el Palacio de Miraflores y a través de Cadena Nacional de Radio y Televisión; por medio del cual anuncia la implementación de un “Censo Nacional de Transporte” a través del llamado “Carnet de la Patria” y su registro obligatorio en el portal web www.patria.org.ve; solicitamos formal y muy respetuosamente a esta honorable Sala que como medida de tutela judicial preventiva anticipativa, PROHIBA AL CIUDADANO NICOLAS MADURO MOROS, EN SU CARÁCTER DE AGRAVIANTE PROSEGUIR CON EL DENOMINADO “CENSO NACIONAL DE TRANSPORTE”; A TRAVÉS DE LA INSCRIPCIÓN OBLIGATORIA EN EL PORTAL WEB WWW.PATRIA.ORG.VE Y LA EMISIÓN, TAMBIÉN OBLIGATORIA DEL DENOMINADO “CARNET DE LA PATRIA”, EL CUAL TIENE COMO ÚNICA FINALIDAD EXCLUIR A UN SECTOR DE LA POBLACIÓN EN EL USO Y CONSUMO DEL COMBUSTIBLE QUE SE PRODUCE EN VENEZUELA, A TRAVÉS DE LA EXPLOTACIÓN DEL RECURSO NATURAL DEL PETRÓLEO.
 
Para mayor inteligencia del presente escrito contentivo de acción de amparo constitucional, de seguidas procedemos a repasar los conocimientos que se tienen con respecto a las Medidas Cautelares Innominadas, las cuales en el caso particular que nos ocupa se denomina  MEDIDA DE TUTELA JUDICIAL PREVENTIVA ANTICIPATIVA y, conforme a ello nos permitimos citar al eminente autor Rafael Ortiz Ortiz, quien en su obra “Las Medidas Cautelares Innominadas. Estudio Analítico y Temático de la Jurisprudencia Nacional”, ha establecido: 


“…las medidas innominadas constituyen un tipo de medidas preventivas de carácter cautelar cuyo contenido no está expresamente determinado en la Ley sino que constituye el producto del poder cautelar general de los jueces quienes, a solicitud de parte, pueden decretar y ejecutar las medidas adecuadas y pertinentes para evitar cualquier lesión o daño que una de las partes amenace infringir en el derecho de la otra y con la finalidad de garantizar tanto la eficacia como la efectividad de la sentencia definitiva y de la función jurisdiccional de la misma” 


 
Por otra parte en Sentencia emanada de esta misma sala, con ponencia del Magistrado Jesús Eduardo Cabrera, de fecha 3 de abril de 2003, Exp. Nº: 02-3105 se desprende lo siguiente respecto de este mismo punto:

“Las medidas cautelares, instrumentos de la justicia dispuestos para que el fallo jurisdiccional sea ejecutable y eficaz, son expresión del derecho a una tutela judicial efectiva de los derechos e intereses, previsto en el art. 26 de la Constitución de 1999, y tienen por caracteres: 

a) La instrumentalidad, pues no constituyen un fin en sí mismas sino que son un medio, instrumento o elemento que sirve para la realización práctica de otro proceso –eventual o hipotético, según el caso- y su resolución principal, partiendo de la hipótesis de que ésta tenga un determinado contenido concreto, conforme a lo cual se anticipan los efectos previsibles, por lo que el contenido de estas medidas es el mantenimiento de una situación de hecho de Derecho en salvaguarda de derechos, sobre los que se pronunciará el Juez que conoce del fondo del asunto, para una vez se dicte sentencia definitiva sobre lo principal, no opere en el vacío y pueda ser realmente efectiva.”

 
De lo antes expuesto se colige entonces que, las medidas cautelares innominadas  o medida de tutela judicial preventiva anticipativa; son aquellas que no se encuentran mencionadas de forma taxativa en la ley, y que discrecionalmente pueden ser decretadas por el Juez de la causa, a solicitud de la parte interesada o afectada, en cualquier estado y grado del proceso.

 
Como parte de los requisitos fundamentales de procedencia de las medidas cautelares innominadas; se encuentra el “periculum in mora”; el cual se traduce en el temor de un daño jurídico posible, inminente o inmediato, como consecuencia de la demora en la ejecución del fallo; así como el “fumus boni iuris”; que es la presunción grave del derecho que se reclama. 

 
Así, es oportuno citar al autor Arístides Rangel Romberg (2007), en su obra “Tratado de Derecho Procesal Civil Venezolano”, volumen VI, relativo a los Procedimientos Especiales (p. 167), que indica lo siguiente:

“…la medida preventiva, cualquiera que sea ella, debe dirigirse al mantenimiento del “Status quo” existente al día de la demanda, para garantizar patrimonialmente una eventual ejecución cuando la medida tenga razonable justificación”; ratificando así, que el objeto de la medida es la instrumentalidad por su necesaria relación con la providencia definitiva o principal.

“Se expresa así en el mencionado artículo 585 del nuevo Código el objeto propio de la tutela cautelar, que se concreta especialmente en estos dos presupuestos: el “periculum in mora” y el “fumus boni iuris”

 
En este orden de ideas, el Código de Procedimiento Civil, en su artículo 585, el cual nos permitimos citar expresamente de acuerdo a lo establecido en el artículo 48 de la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales; establece lo siguiente:

Artículo 585: “Las medidas preventivas establecidas en este Título las decretará el Juez, solo cuando exista riesgo manifiesto de que quede ilusoria la ejecución del fallo y siempre que se acompañe un medio de prueba que constituya presunción grave  de esta circunstancia y del derecho que se reclama” (Resaltado fuera de texto)
 
Igualmente establece el Código de Procedimiento Civil, en su artículo 588, Parágrafo Primero, lo siguiente:
“Además de las medidas preventivas anteriormente enumeradas, y con estricta sujeción a los requisitos previstos en el Artículo 585, EL TRIBUNAL PODRÁ ACORDAR LAS PROVIDENCIAS CAUTELARES QUE CONSIDERE ADECUADAS, CUANDO HUBIERE FUNDADO TEMOR DE QUE UNA DE LAS PARTES PUEDA CAUSAR LESIONES GRAVES O DE DIFÍCIL REPARACIÓN AL DERECHO DE LA OTRA. En estos casos para evitar el daño, el Tribunal podrá autorizar o prohibir la ejecución de determinados actos, y adoptar las providencias que tengan por objeto hacer cesar la continuidad de la lesión” (Resaltados fuera de texto)

 
Especialmente en la norma antes transcrita, se fundamenta la solicitud de la medida cautelar innominada o MEDIDA DE TUTELA JUDICIAL PREVENTIVA ANTICIPATIVA, puesto que, conforme a lo ampliamente explicado, dicha medida no se encuentra tipificada expresamente en el referido texto normativo; sin embargo puede ser acordada a solicitud de parte, conforme a lo conducente, para evitar cualquier daño a una de las partes, en este caso el hecho que, se continúe avanzando con hechos que definitivamente constituyen una amenaza por parte de EL AGRAVIANTE, al pretender poner en marcha el “Censo Nacional de Transporte” apalancado sobre el hecho obligante de inscripción en el portal web referido y con la expedición del “Carnet de la Patria”.

 
El daño inminente que se corre es precisamente la violación de los derechos fundamentales amenazadas, suficientemente identificados arribas, tal es el caso del derecho a las libertades políticas de los ciudadanos, el derecho económico, la igualdad de los ciudadanos ante la ley e inclusive la inobservancia de las atribuciones expresamente establecidas en la Constitución Nacional al Presidente de la República, hoy AGRAVIANTE.

 
Así, la posición jurídica tutelable en el presente proceso se fundamenta en el hecho que EL AGRAVIANTE a través del anuncio efectuado a través de cadena nacional de radio y televisión, como hecho notorio comunicacional, se encuentra AMENAZANDO GRAVEMENTE CON LA VIOLACIÓN DE DERECHOS Y GARANTÍAS DE ORDEN CONSTITUCIONAL de todos y cada uno de los venezolanos, pese a que el propio texto constitucional le ordena cumplir y hacer cumplir su texto; lo cual evidentemente no es lo que está ocurriendo en el caso de marras; sino que muy por el contrario, cada una de las órdenes impartidas a este respecto violenta múltiples disposiciones fundamentales, como en efecto se ha reseñado en los primero capítulos de la presente acción de amparo.

 
En lo referente al “periculum in mora”, se advierte respetuosamente a esta proba Sala, que permitir el avance del “Censo Nacional de Transporte”, excluyente para un sector de la población; respecto del uso y consumo del combustible, al colocar precios internacionales o superiores a LOS VENEZOLANOS QUE NO PARTICIPEN DEL CENSO Y DE LA INSCRIPCIÓN EN EL CARNET DE LA PATRIA, trae consigo evidentes y múltiples violaciones al texto constitucional; atentando en contra de lo consagrado en su artículo 2:

“Venezuela se constituye en un Estado democrático y social de Derecho y de Justicia, que propugna como valores superiores de su ordenamiento jurídico y de su actuación, la vida, LA LIBERTAD, LA JUSTICIA, LA IGUALDAD, la solidaridad, LA DEMOCRACIA, la responsabilidad social y, en general, la preeminencia de los derechos humanos, la ética Y EL PLURALISMO POLÍTICO” (Resaltado fuera de texto)
 
Como parte del los elementos de convicción de lo aquí expuesto, tal y como se ha mencionado suficientemente en el presente escrito, se consigna, a los fines consiguientes, un (1) disco compacto que contiene el anuncio efectuado por EL AGRAVIANTE, a través de Cadena Nacional de Radio y Televisión, el pasado 25 de julio de 2018, desde el Palacio de Miraflores de Caracas; así como su ratificación en el IV Congreso del Partido Socialista Unido de Venezuela (PSUV); siendo pertinente y necesario ya que del mismo se desprenden las amenazas que originan las denuncias contenidas en la presente acción de amparo constitucional.
 
 Ahora bien, respetados Magistrados de la Sala Constitucional, teniendo en cuenta el contenido de la presente acción de amparo constitucional; así como el fundamento de derecho transcrito; se considera que confluyen los presupuestos del “periculum in mora” y el “fumus boni iuris”, y en base a la presunción del buen derecho; tal y como lo establece el artículo 585 comentado, respetuosamente se solicita a esta proba Sala, PROHIBA AL CIUDADANO NICOLAS MADURO MOROS, EN SU CARÁCTER DE AGRAVIANTE PROSEGUIR CON EL DENOMINADO “CENSO NACIONAL DE TRANSPORTE”; A TRAVÉS DE LA INSCRIPCIÓN OBLIGATORIA EN EL PORTAL WEB WWW.PATRIA.ORG.VE Y LA EMISIÓN, TAMBIÉN OBLIGATORIA DEL DENOMINADO “CARNET DE LA PATRIA”, EL CUAL TIENE COMO ÚNICA FINALIDAD EXCLUIR A UN SECTOR DE LA POBLACIÓN EN EL USO Y CONSUMO DEL COMBUSTIBLE QUE SE PRODUCE EN VENEZUELA, A TRAVÉS DE LA EXPLOTACIÓN DEL RECURSO NATURAL DEL PETRÓLEO; pues como se indicó arriba EL AGRAVIANTE como consecuencia de la convocatoria efectuada, amenaza con violentar violento derechos fundamentales a todos los ciudadanos de la Republica Bolivariana de Venezuela. ASÍ SE SOLICITA FORMAL Y RESPETUOSAMENTE.
CAPITULO VIII

PRONUNCIAMIENTO DE ORDEN PÚBLICO

Como corolario de lo anterior, se estima que, conforme a la gravedad de las denuncias aquí efectuadas, atinentes a AMENAZAS GRAVES al texto constitucional, por parte del Presidente electo de la Republica Bolivariana de Venezuela, ciudadano NICOLAS MADURO MOROS (AGRAVIANTE); contenidas en la convocatoria a un CENSO NACIONAL DE TRANSPORTE a través del uso obligatorio del CARNET DE LA PATRIA, para otorgar el beneficio del SUBSIDIO DIRECTO DEL COMBUSTIBLE; resulta  de gran envergadura, el pronunciamiento que realice  esta proba sala, a los fines de salvaguardar los derechos y garantías de todos los venezolanos; por lo que, aparte de la medida de tutela judicial preventiva anticipativa solicitada en el capitulo anterior; quienes aquí suscribimos, consideramos necesario un PRONUNCIAMIENTO DE ORDEN PÚBLICO, a través del cual insten a EL AGRAVIANTE a circunscribirse a las atribuciones y obligaciones que le impone la Constitución Nacional en el ámbito del cargo que ostenta, y consecuencialmente se le PROHÍBA EXPRESAMENTE cualquier tipo de acto, pronunciamiento u orden que amenace con violentar cualquiera de los derechos, garantías y principios constitucionales de los venezolanos; pues es de suponer que, como máximo representante del Gobierno tiene a sus espaldas el respeto al ordenamiento jurídico interno, por encima de lo que pudiere caracterizarlo en cuanto a la materia política; lo cual no es punto controvertido en la presente acción de amparo constitucional; ya que es lógico y normal, que el Presidente de la Republica de un Estado Democrático, pertenezca y encuadre su gestión de gobierno, dentro de los parámetros existentes en relación a su tendencia política; pero con respeto a los ciudadanos que disienten de la misma. ASÍ SE SOLICITA FORMAL Y MUY RESPETUOSAMENTE A ESTA PROBA SALA.
CAPITULO IX
ELEMENTO DE CONVICCIÓN

SOBRE EL CUAL REPOSA

LA PRESENTE ACCIÓN DE AMPARO
 CONSTITUCIONAL

 
Con el objeto de dar verosimilitud a todos los argumentos de hecho y de derecho, que originan la presente acción de amparo constitucional en contra del ciudadano NICOLAS MADURO MOROS, Presidente electo de la República Bolivariana de Venezuela, como consecuencia de las amenazas a derechos y garantías de orden constitucional, en contra de los venezolanos; junto al presente escrito acompañamos:

1.  Marcado “A”, un (1) disco compacto contentivo del anuncio efectuado por EL AGRAVIANTE, el pasado miércoles veinticinco (25) de julio de dos mil dieciocho (2018) a través de Cadena Nacional de Radio y Televisión, transmitida desde el Palacio de Miraflores de la ciudad de Caracas; siendo pertinente y necesario; ya que en el mismo se acredita el hecho notorio comunicacional del anuncio de convocatoria a un “Censo Nacional de Transporte” anclado obligatoriamente al Carnet de la Patria y al portal web www.patria.org.ve. Con el único fin de establecer beneficios excluyentes a un sector de la población, respecto del derecho a optar a un subsidio directo de combustible.
2. Marcadas “B”, diferentes publicaciones en medios de comunicación tales como el Diario Ultimas Noticias, El Carabobeño, Panorama, Alba Ciudad 96.3 FM; siendo pertinente y necesario; ya que de los mismos se desprenden los anuncios efectuados por EL AGRAVIANTE, los cuales no fueron de ninguna manera contradichos.
CAPITULO X
DOMICILIO

A los fines de practicar cualquier notificación respecto de la presente acción de amparo constitucional, se señala como domicilio la siguiente dirección: Esquinas de Mijares a Jesuitas, torre Bandagro, piso 9, oficina 9-1, Parroquia Altagracia, Municipio Libertador, Distrito Capital. Caracas, teléfonos 0212-6139105; borbesprimasoc@gmail.com

PETITORIO

 
De conformidad con lo previsto en los artículos 26 (Tutela Judicial Efectiva) y 27 (Derecho de Amparo), ambos Constitucionales; en armonía con las Sentencias de carácter Vinculante emanadas de esta proba Sala, signadas con el N° 2 y N° 7, de enero del año 2000, casos EMERY MATA MILLAN, que establecieron la competencia y el procedimiento en materia de Amparo Constitucional; así como lo establecido en el artículo 8 y demás disposiciones aplicables contenidas en la Ley Orgánica de Amparo sobre Derechos y Garantías Constitucionales y; de acuerdo al contenido del artículo 25, ordinal 18º de la Ley Orgánica del Tribunal Supremo de Justicia, requerimos formal y respetuosamente a esta proba sala:

1) ADMITA y tramite conforme a derecho la presente ACCIÓN DE AMPARO CONSTITUCIONAL ordenando se notifique inmediatamente al ciudadano NICOLAS MADURO MOROS, quien es de nacionalidad venezolana, civilmente hábil, nacido en fecha 23 de noviembre de 1962, de 56 años de edad, de profesión u oficio Presidente electo de la República Bolivariana de Venezuela, a fin que informe y alegue todo lo que considere pertinentes, respecto de las denuncias aquí efectuadas. 
2) Declare suficientemente acreditado el HECHO NOTORIO COMUNICACIONAL, presentado a través de las grabaciones de la Cadena Nacional de Radio y Televisión, contenida en la unidad de disco compacto consignado junto al presente escrito; conforme a lo expuesto al respecto.

3) Decrete Medida Judicial Preventiva Anticipativa y en consecuencia PROHIBA AL CIUDADANO NICOLAS MADURO MOROS, EN SU CARÁCTER DE AGRAVIANTE PROSEGUIR CON EL DENOMINADO “CENSO NACIONAL DE TRANSPORTE”; A TRAVÉS DE LA INSCRIPCIÓN OBLIGATORIA EN EL PORTAL WEB WWW.PATRIA.ORG.VE Y LA EMISIÓN, TAMBIÉN OBLIGATORIA DEL DENOMINADO “CARNET DE LA PATRIA”, EL CUAL TIENE COMO ÚNICA FINALIDAD EXCLUIR A UN SECTOR DE LA POBLACIÓN EN EL USO Y CONSUMO DEL COMBUSTIBLE QUE SE PRODUCE EN VENEZUELA, A TRAVÉS DE LA EXPLOTACIÓN DEL RECURSO NATURAL DEL PETRÓLEO.
4) Emita PRONUNCIAMIENTO DE ORDEN PUBLICO; por medio del cual se inste a EL AGRAVIANTE a circunscribirse a las atribuciones y obligaciones que le impone la Constitución Nacional en el ámbito del cargo que ostenta, y consecuencialmente se le PROHIBA EXPRESAMENTE cualquier tipo de acto, pronunciamiento u orden que amenace con violentar cualquiera de los derechos, garantías y principios constitucionales de los venezolanos.
5) DECLARE CON LUGAR LA PRESENTE ACCIÓN DE AMPARO CONSTITUCIONAL.
A la fecha de su presentación.
� http://vtv.mippci.gob.ve/realizaran-censo-para-nueva-politica-de-apoyo-y-beneficios-para-los-transportistas-del-pais/





� http://www.psuv.org.ve/temas/noticias/presidente-maduro-insto-al-sector-transporte-a-registrarse-censo-automotor/


� � HYPERLINK "http://www.minci.gob.ve/censo-nacional-de-transporte-se-extiende-hasta-el-30-de-agosto/" �http://www.minci.gob.ve/censo-nacional-de-transporte-se-extiende-hasta-el-30-de-agosto/�


� (Rodolfo Bucio Estrada. Derecho Procesal Civil. Editorial Porrúa. Pág. 220. 2012)





� Resaltado nuestro


�  Criterio sustentado al respecto por la Sala Constitucional del Tribunal Supremo de Justicia, en decisión de fecha 15 de marzo de 2000, con ponencia del Magistrado Jesús Eduardo Cabrera Romero, expediente 00-01-46, Subrayado nuestro


� Ley de Transporte Terrestre publicada en la Gaceta Oficial Nro. 38.985 que derogó Decreto con Fuerza de Ley de Tránsito y Transporte Terrestre, publicado en la Gaceta Oficial N° 37.332 de fecha 26 de noviembre de 2001, Decreto N° 1.535 del 08 de noviembre de 2001, mediante el cual se creó el Instituto Nacional de Tránsito y Transporte Terrestre.
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